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APUNTE A LAS MODIFICACIONES SOBRE LA REFORMA DE LA LICENCIA URBANÍSTICA E INTRODUCCIÓN DE LA DECLARACIÓN RESPONSABLE EN ESTA MATERIA QUE EFECTÚA LA LEY 7/2014, DE MEDIDAS SOBRE REHABILITACIÓN, REGENERACIÓN Y RENOVACIÓN URBANA Y SOBRE SOSTENIBILIDAD, COORDINACIÓN Y SIMPLIFICACIÓN EN MATERIA DE URBANISMO. Autor. Francisco Sánchez Moretón, Secretario-Interventor del Servicio Jurídico de ATM, Diputación de Salamanca. 
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1. INTRODUCCIÓN. 

En el Boletín Oficial de Castilla y León (BOCyL) de fecha 19/09/14, número 181, se publica la Ley 7/2014, de 12 de septiembre, de medidas sobre rehabilitación, regeneración y renovación urbana y sobre sostenibilidad, coordinación y simplificación en materia de urbanismo (LERSUBCYL).

De acuerdo con lo dispuesto en su Disposición final cuarta esta Ley entrará en vigor al mes de su publicación en el BOCyL, es decir el día 19/10/14.

En este breve trabajo, por su importancia para los Ayuntamientos e inmediatez de aplicación de la Ley una vez despliegue sus efectos, solo vamos a tratar sobre las reformas que introduce en su Título II que modifica la Ley 5/1999, de 8 de abril de Urbanismo de Castilla y León (LUCyL); en concreto, lo haremos, dentro de las medidas de simplificación que se establecen en su Capítulo IV, sobre las modificaciones de la licencia urbanística e incorporación  de la declaración responsable; figura esta última que, al resultar aún novedosa y necesitada de precisión, la examinaremos con más detalle.           

2. LICENCIA URBANÍSTICA Y DECLARACIÓN RESPONSABLE.

2.1 LICENCIA URBANÍSTICA.
a) Cuestiones preliminares. 

Se trata genéricamente la licencia municipal de un medio de intervención en la actividad de los ciudadanos previsto en el artículo 84.1 b) de la Ley 7/1985 de 2 de abril, de Bases del Régimen Local (LBRL)
. 

La licencia urbanística por su parte es posible definirla con PARADA VAZQUEZ
 como una autorización municipal, de carácter reglado, que, sin perjuicio de tercero, permite la ejecución de obras o la utilización del suelo que los instrumentos urbanísticos han previsto en cada terreno. 

En nuestro ordenamiento autonómico urbanístico se recoge esta clase de licencia en los artículos 94 de la LUCyL y 287 del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León (RUCyL) y tiene como fundamento garantizar que los actos de edificación y uso del suelo legal y reglamentariamente fijados cumplen las determinaciones de la ley y el planeamiento urbanístico. De las características de la licencia urbanística solo destacaremos en este momento  su naturaleza de control preventivo que se establece en este último precepto citado
.   

Con la LERSUBCyL, según el apartado VIII de su Exposición de Motivos, se sigue considerando a la licencia urbanística como el instrumento de intervención ordinario en el uso del suelo, pero se reserva, en sintonía con la evolución general de las técnicas de control administrativo en el ámbito europeo, para “los actos del suelo mas relevantes”, regulándose para los demás el régimen de declaración responsable. 

b) Modificaciones introducidas por la LERSUBCyL respecto a la licencia urbanística contemplada en la LUCyL.

► El artículo 25 de la LERSUBCyL, denominado “Licencia urbanística” modifica en primer lugar la rúbrica del capítulo I del Título IV (intervención en el uso del suelo) antes llamado “Licencia urbanística” y ahora “Control del uso del suelo”; ello es lógico, pues como hemos visto, y veremos con mas detalle, se introduce también ahora como medio de intervención de los actos de uso del suelo la declaración responsable. En coherencia con ello se abren dos secciones en este Capítulo, recogiendo la 1ª los artículos 97 a 105 de la LUCyL relativos a la licencia urbanística.

► En cuanto a las modificaciones que se producen en el artículo 97 de la LUCyL que contempla los actos sujetos a licencia urbanística, decir que se deben básicamente a la circunstancia indicada de que una serie de estos actos: los  de menor trascendencia en materia urbanismo, dejan de requerir la obtención de esta licencia para someterse al régimen de control de la declaración responsable.

Examinaremos estas modificaciones agrupando los apartados de este precepto y actos de uso de suelo que contienen, en las categorías de, los que se modifican, los que se introducen y los que, del antiguo artículo 97.1 de la LUCyL, se suprimen; el resto, como es obvio, se mantienen igual y, por ello, no los abordaremos en este momento. 

1. Apartados modificados.

d) Modificación, reforma o rehabilitación de construcciones e instalaciones, cuando tengan carácter integral o total. 

La anterior redacción de este apartado sometía a licencia la totalidad de los precedentes actos de uso del suelo sin limitaciones de ninguna clase; ahora se restringe la licencia para los que tengan el anterior carácter que, en el caso de los edificios, en nuestra opinión debe extenderse a todos aquellos que alteren su configuración arquitectónica. El resto, como veremos, se someterá a declaración responsable.

    i) Desmontes, excavaciones, explanaciones, aterramientos, vertidos y demás movimientos de tierras.  

En este caso simplemente el apartado modificado contempla dos nuevos supuestos de actos de uso del suelo de naturaleza similar a los que se citan en el mismo y amplía los supuestos en este aspecto para los que es necesario obtener licencia.

m) Construcciones e instalaciones prefabricadas, móviles o provisionales, salvo en ámbitos autorizados. 

n) Otros usos del suelo que se determinen reglamentariamente.

En consonancia con la línea que se viene marcando por la normativa comunitaria y estatal de limitar en lo posible la exigencia de licencias en beneficio de otros medios menos restrictivos de intervención (declaraciones responsables etc.), se faculta únicamente al reglamento, y no al planeamiento urbanístico como antes, la posibilidad de ampliar a otros usos del suelo la necesidad  de petición de licencia urbanística.  

2. Apartados introducidos.

j) Constitución y modificación de complejos inmobiliarios.


Se definirán los complejos inmobiliarios privados como aquella pluralidad de fincas ligadas por un punto de conexión que da lugar a relaciones entre las mismas estando llamadas a pertenecer a una multiplicidad de personas
.

    k) Ejecución de obras e instalaciones en el subsuelo, cuando tengan entidad equiparable a las obras de nueva planta o afecten a elementos estructurales.


3. Apartados suprimidos.

j) Cambio de uso de construcciones e instalaciones. 

Ahora sometido a declaración responsable (apartado b) del artículo 105 bis de la LUCyL) 

k) Cerramientos y vallados.

Ahora sometido a declaración responsable (apartado c) del artículo 105 bis de la LUCyL) 

► También en relación con la licencia urbanística, se modifica el número 3 del artículo 99 de la LUCyL, que, dentro la competencia y procedimiento para otorgarla, regula el sentido del silencio, una vez transcurridos los plazos para resolver expresamente.
 Estos plazos, por remisión del número 2 de este mismo precepto, se regulan en el artículo 296.1 del RUCyL. 

La redacción de este apartado es ahora la siguiente:

Transcurridos  los plazos establecidos en el artículo anterior (296.1 del RUCyL, como sabemos) sin que se haya resuelto la solicitud, podrá entenderse  otorgada la licencia conforme a la legislación sobre procedimiento administrativo con las siguientes excepciones, sin perjuicio de las reglas especiales que establezca la legislación:
a) Cuando el acto solicitado afecte al dominio público o a sus zonas de afección o a otros elementos catalogados o protegidos (por los instrumentos de ordenación del territorio o planeamiento urbanístico)
. 
b) Cuando se trate de los actos citados en las letras a),e),f),i) y l) del apartado 1 del artículo 97.
c) En ningún caso pueden entenderse otorgadas por silencio licencias que tengan por objeto actos que sean contrarios a la normativa urbanística o a las demás normas aplicables, o que resulten disconformes con las mismas (STS de 28/01/09, dictada en el recurso de casación en interés de la Ley número 45/2007). 

La importante modificación que en este momento se produce del régimen autonómico del silencio administrativo y que, como observamos, figura en la letra b) del artículo 99.3 de la LUCyL, en realidad venía obligada por la necesidad de adaptarse esta norma a la básica estatal que se contiene en el artículo 9.8 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo (TRLS)
 que tiene el siguiente tenor:
“Con independencia de lo establecido en el apartado anterior, serán expresos, con silencio administrativo negativo, los actos que autoricen: 

a) Movimientos de tierras, explanaciones, parcelaciones, segregaciones u otros actos de división de fincas en cualquier clase de suelo, cuando no formen parte de un proyecto de reparcelación.

b) Las obras de edificación, construcción e implantación de instalaciones de nueva planta.

c) La ubicación de casas prefabricadas e instalaciones similares, ya sean provisionales o permanentes.

d) La tala de masas arbóreas o de vegetación arbustiva que, por sus características, puedan afectar al paisaje”.

Así pues, actualmente el régimen jurídico del silencio administrativo de las licencias de urbanismo en Castilla y León será el siguiente:

A) Negativo.

A.1) Cuando se trate de actos que afecten al dominio público o a sus zonas de afección
, a Bienes de Interés Cultural declarados, o a otros elementos catalogados por los instrumentos de ordenación del territorio o planeamiento urbanístico. 

A.2) Cuando se trate de los actos de:

· Construcciones e instalaciones de todas clases de nueva planta.

· Primera ocupación o utilización de construcciones e instalaciones.

· Segregaciones, divisiones y parcelaciones de terrenos.

· Desmontes, excavaciones, explanaciones, aterramientos, vertidos y demás movimientos de tierra.

· Corta de arbolado y de vegetación arbustiva en suelo urbano y urbanizable. 

Observamos que el desarrollo que se hace por la LUCyL de la legislación básica estatal es en líneas generales correcto, ampliando, como así le es posible hacer, algunos supuestos; sin embargo, no entendemos porque deja fuera del régimen del silencio negativo las licencias para instalación de casas prefabricadas etc.  

Por último apuntar que, como no es difícil apreciar constituyen estos actos los de mayor relevancia e impacto sobre el territorio; justificándose
, la causa de la implantación de este silencio negativo en que sin duda contribuirá a una mayor seguridad jurídica, impidiendo que la mera pasividad o inexistencia de actuaciones en tiempo de los Ayuntamientos permita entender a cualquier solicitante que le ha sido concedida la licencia pedida. 

A.3) Aquellas que tengan por objeto actos que sean contrarios a la normativa urbanística o a las demás normas aplicables, o que resulten disconformes con las mismas. 

 
B) Positivo.

Cuando se trate del resto de actos sujetos a licencia urbanística recogidos en el artículo 97.1 de la LUCyL. En este caso, la limitación al silencio administrativo positivo recogida en el artículo 99.3 de la LUCyL resultará también de aplicación, por lo que existirá imposibilidad de entender concedidas estas licencias cuando se opongan al ordenamiento jurídico urbanístico. 

► Por último decir en cuanto a las licencias urbanísticas, que se modifica igualmente el artículo 102 de la LUCyL el cual contempla los plazos de ejercicio de los actos de uso del suelo amparados por licencia. Ahora, estos plazos deberán fijarse en la licencia dentro de los márgenes que se determine reglamentariamente. Se elimina, pues, al planeamiento en este señalamiento. El problema estriba en la determinación de los plazos en el caso de que no lo haga la licencia; antes el precepto se remitía de manera subsidiaria al reglamento, lo que en este momento con su redacción actual ya no resulta tan claro.
► Y concluimos indicando que la Disposición Transitoria Segunda de la LERSUBCyL en cuanto al régimen transitorio de los procedimientos de licencia urbanística iniciados antes de la entrada en vigor de esta norma regula que podrán resolverse conforme a la normativa anterior, como máximo hasta pasados dos años desde dicho entrada en vigor
. A tal efecto se consideran estos procedimientos:

· Iniciados, cuando se haya presentado la solicitud con toda su documentación completa.

· Resueltos, cuando se ha adoptado resolución que ponga fin a los mismos.  

2.2 DECLARACIÓN RESPONSABLE.

a) Cuestiones preliminares.

La declaración responsable se introduce por primera vez en la normativa de régimen local (junto con la comunicación previa) como medio de intervención de las Entidades Locales en la actividad de los ciudadanos en el artículo 84.1 c) de la LBRL, que remite para su regulación al artículo 71 bis de la LRJAPyPAC
.

De acuerdo a este último precepto, se entiende por declaración responsable el documento suscrito por un interesado en el que manifiesta bajo su responsabilidad que cumple los requisitos establecidos en la normativa vigente para acceder al reconocimiento de un derecho o facultad, o para su ejercicio, que dispone de la documentación que lo acredita, y que se compromete a mantener su cumplimiento durante el periodo de tiempo inherente a dicho reconocimiento o ejercicio.

El apartado VII de la LERSUBCyL, como adelantamos, reserva la utilización del régimen de declaración previa, más sencillo que el de la licencia urbanística, para los actos de uso del suelo de contenido menos relevante, sin perjuicio de permitir la reacción del Ayuntamiento ante eventuales incumplimientos de la normativa.

 b) Modificaciones que la LERSUBCyL efectúa en la LUCyL con motivo de introducir la declaración responsable.  

1) Para empezar diremos que, dado que la declaración responsable no figuraba hasta el momento contemplada en la LUCyL, el artículo 26 Uno de la LERSUBCyL, añade una nueva sección 2ª al Capítulo I del Título IV para regular esta figura, que incluirá tres artículos, 105 bis a 105 quater. A continuación trataremos cada uno de estos tres preceptos, deteniéndonos en los que hacen referencia al régimen jurídico y procedimiento de este instrumento de intervención, intentando poner de manifiesto y aclarar algunas dudas que pueden surgir al respecto.  

► Artículo 105 bis. Actos sujetos a declaración responsable.

Examinaremos estas modificaciones, agrupando los apartados de este precepto y, actos de uso de suelo que contienen, en las siguientes categorías: 

1. Apartados que contienen actos  antes sometidos a licencia.

d) Modificación, reforma o rehabilitación de construcciones e instalaciones, cuando tengan carácter no integral o parcial. 

Como tuvimos ocasión de ver la modificación, reforma o rehabilitación con anterioridad se sometían siempre a licencia. En este momento aquellos de estos actos que tengan el anterior carácter no lo harán, sustituyéndose este medio por el de declaración responsable. Debido a la amplitud de los actos de uso de suelo y de las actuaciones sobre ellos que recoge este apartado prevemos que será muy (y no siempre bien) utilizado. En todo caso, la necesidad de presentación cuando corresponda de proyecto técnico junto con la declaración ayudará a paliar los posibles efectos negativos que pudiera tener un mal uso de este apartado.   

b) Cambio de uso de construcciones e instalaciones.

c) Cerramientos y vallados.

d) Vallas y carteles publicitarios visibles de (desde) la vía pública.

2. Apartados que contienen actos de uso de suelo sujetos a declaración .responsable que se introducen.


e) Instalación de tendidos eléctricos, telefónicos y similares.

    
f) Uso del vuelo sobre construcciones e instalaciones.

      g) Ejecución de obras e instalaciones en el subsuelo, cuando no tengan entidad equiparable a las obras de nueva planta o afecten a elementos estructurales.

 h) Obras menores tales como sustitución, renovación o reparación de revestimientos, alicatados, pavimentos, falsos techos, carpintería interior, fontanería, instalaciones eléctricas, enlucidos y pinturas.       


Como vemos en este apartado se muestra una serie de ejemplos de obras menores, pero sin ánimo exhaustivo; puede haber otras. Las obras menores, como indica la jurisprudencia, son aquellas que se caracterizan por ser de sencilla técnica y escasa entidad constructiva y económica, consistiendo en pequeñas obras de simple reparación, decoración o cerramiento que no precisan de proyecto firmado por profesionales titulados ni de presupuestos elevados 


i) Trabajos previos a la construcción, tales como sondeos, prospecciones, catas, ensayos y limpieza de solares.

▪ Por último regula este artículo que están exentos de este régimen los supuestos, a su vez eximidos de obtención de licencia urbanística, contemplados en el artículo 97. 2 de la LUCyL, que básicamente son:

· Las obras públicas de interés general contempladas expresamente en la legislación sectorial y de ordenación del territorio.

· Los actos amparados en órdenes de ejecución.

· Los actos promovidos por el Ayuntamiento en su término territorial.

           ► Artículo 105 ter. Régimen Jurídico de las declaraciones responsables en esta materia. 



- Establece este precepto, para el ámbito del control urbanístico, y respetando lo dispuesto de manera genérica en el citado artículo 71 bis 1 de la LRJAPyPAC, que la declaración responsable es el documento mediante el cual su promotor manifiesta bajo su exclusiva responsabilidad, que los actos a los que se refiere cumplen las condiciones prescritas en la normativa aplicable, que posee la documentación técnica que así lo acredita, y que se compromete a mantener el citado cumplimiento durante el tiempo que dure el ejercicio de los actos a los que se refiere.


Así pues esta declaración se trata:

· De un documento

· Formulado por un particular (promotor) y no por una Administración Pública.

· En el que se pone de manifiesto la voluntad de llevar a cabo actos de uso del suelo, responsabilizándose de su ajuste a la legalidad conforme a la documentación técnica que así lo demuestre, y que esta concordancia se mantendrá mientras se realicen y hasta su culminación.

   - Otras características del régimen de la declaración responsable que se recogen en los apartados 2 y 3 del artículo 105 ter., resultan las siguientes:

· La formalización de la declaración responsable no prejuzga ni perjudica derechos patrimoniales del promotor ni de terceros, y solo producirá efectos entre el Ayuntamiento y el promotor. Nos encontramos ante la aplicación a esta figura de la cláusula “salvo iuris tertii”, que para el caso de las licencias se recoge en el artículo 98.2 de la LUCyL, el cual establece que las licencias urbanísticas se otorgarán dejando a salvo el derecho de propiedad y sin perjuicio de terceros, salvo que afecten al dominio público o suelos patrimoniales.

· La formalización de una declaración responsable no podrá ser invocada para excluir o disminuir la responsabilidad civil o penal en que pueda incurrir su promotor en el ejercicio de los actos a los que se refiera. En el caso de la licencia, por el contrario, cuando esta resulte ilegal, los responsables de su otorgamiento o informe favorable también pueden concurrir a la responsabilidad junto con el promotor de los actos que la misma ampare u otros responsables.
► Artículo 105 quáter. Procedimiento y efectos. 

a) Documentación que habrá de acompañar a la declaración responsable.

Regula este precepto en su apartado 1, que, para legitimar la ejecución de los actos sujetos a declaración responsable, el promotor acompañara al documento conteniendo la misma en el Ayuntamiento la siguiente documentación.

1. Proyecto de obras, cuando sea legalmente exigible; en otro caso bastará una memoria que describa de forma suficiente las características del acto. Parece que en este momento la propia Ley toma en consideración la necesidad de que siempre se presente alguna suerte de documentación técnica suficiente para que el Ayuntamiento pueda conocer la actuación que se pretende
.    

En cuanto al proyecto técnico decir que el artículo 4.1 de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación (LOE) lo considera como “el conjunto de documentos mediante los cuales se definen y determinan las exigencias técnicas de las obras contempladas en el artículo 2º (de esta misma norma)
. El proyecto habrá de justificar técnicamente las soluciones propuestas de acuerdo con las especificaciones requeridas por la normativa técnica aplicable”.

Podría presentarse la problemática (susceptible de tratarse reglamentariamente) de que, acompañando a la declaración responsable, se  presente únicamente proyecto básico. Sabemos que el artículo 301.2 del RUCyL regula que, cuando se otorgue una licencia urbanística conforme a un proyecto básico, el  comienzo de las obras debe ser autorizado por el Ayuntamiento, previa solicitud por el interesado acompañada del proyecto de ejecución que desarrolle el citado proyecto básico. En el caso de las declaraciones responsables, dado que no constituyen un control preventivo como las licencias y por su naturaleza se presentan para comenzar de manera inmediata una obra o desarrollar una actividad, lo lógico es entender que el proyecto que debe presentarse para poder hacerlo es conjuntamente el básico y de ejecución.

2. Copia de las autorizaciones de otras administraciones que sean legalmente exigibles en su caso.  En este caso parece que las autorizaciones deben ser siempre aportadas por el promotor; en el supuesto de las licencias, de acuerdo con lo indicado en el artículo 99.1 c) de la LUCyL, las autorizaciones e informes, cuando no se acompañen a la instancia por el particular, deberán solicitarse dentro del procedimiento de otorgamiento de licencias.  
b) Efectos de la declaración responsable. 

- Positivo. En su apartado 2 este precepto determina el efecto favorable  de la presentación de la declaración responsable que, siguiendo la pauta marcada por el artículo 71 bis 3 de la LRJAPyPAC, es la legitimación del declarante  para realizar el acto uso del suelo declarado, en las condiciones establecidas en la legislación y en el planeamiento urbanístico. El acto declarado podrá ser objeto, por parte de los servicios municipales, de comprobación o inspección de los requisitos habilitantes para su ejercicio y de la adecuación de lo ejecutado a lo declarado.


- Negativo. Se contiene de manera genérica, en el artículo 71 bis 3 de la LRJAPyPAC, el cual establece que la inexactitud, falsedad u omisión de carácter esencial en cualquier dato, manifestación o documento que se acompañe o incorpore a una declaración responsable o su no presentación (cuando debiera hacerse) ante la Administración competente, determinará la imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho (realización del acto del suelo de que se trate) desde el momento en que se tenga constancia de tal hecho, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar. 

c) Otras cuestiones sobre el régimen de las declaraciones responsables.

- El apartado 3 del artículo 105 quáter. impide que en ningún caso, al amparo de la declaración responsable, pueda entenderse legitimada la ejecución de actos contrarios o disconformes con la normativa urbanística. Se incide en la necesidad de ajuste a la legalidad de la ejecución de los actos de uso del suelo sujetos a declaración responsable dado que, como sabemos, esta figura no conlleva, como en el caso de la licencia, un control previo de la corrección de estos actos.   


- En el apartado 4 del anterior precepto, se regula que los plazos de inicio, interrupción máxima y finalización en que deberán ejecutarse los actos legitimados por declaración responsable son los que se fijen reglamentariamente. Lógico, pues aquí no existe acto administrativo expreso de otorgamiento (licencia) susceptible de fijarlos (artículo 102 LUCyL). Del mismo modo (reglamentariamente) se establecerá el régimen de prórrogas y los supuestos de interrupción de plazos. En cuanto al régimen de caducidad,  se remite sin más al señalado para las licencias en el artículo 103 de la LUCyL.


- Por último, en el apartado 5 del artículo que examinamos se establece que las modificaciones de los actos legitimados por declaración responsable requerirán la presentación en el Ayuntamiento de una declaración complementaria (no nueva).   


c) Procedimiento de tramitación de la declaración responsable.

Introducción 

El título del artículo 105 quater de la LERSUBCyL, como hemos tenido ocasión de ver, habla de procedimiento en relación con la declaración responsable pero sin tratar más sobre el mismo.


Como opina Pastor García
, si bien queda claro que la declaración  responsable no necesita un pronunciamiento expreso (resolución autorizatoria) de la Administración Pública, no obstante sí requiere tramitar un procedimiento administrativo, siquiera sea sui géneris, excepcional o extraordinario, a partir de la presentación de este documento, y ofrece las siguientes razones para justificar este aserto que resumidamente indicamos:

· La declaración responsable se regula en el artículo 71 bis de la LRJAPyPAC, dentro de su Capítulo I, Titulo VI que hace mención a la iniciación del procedimiento. Se trata, por tanto, de un documento que inicia el procedimiento.

· Si la declaración responsable no reúne los requisitos previstos en el anterior precepto o, en nuestro caso, acompaña la documentación exigida en el artículo 105 quater. 1 de la LUCyL, la Administración competente tiene la obligación de pedir, conforme al artículo 71 de la LRJAP, subsanación de deficiencias, hecho que indica que nos hallamos  en el seno de procedimiento administrativo.

· Ejercitadas, una vez presentada la declaración responsable, las facultades de comprobación, control e inspección al objeto de comprobar la posible inexactitud, falsedad u omisión de carácter esencial de los documentos presentados, dichas circunstancias deben ser apreciadas por resolución administrativa (artículo 71 bis de la LRJAPyPAC), que, lógicamente deberá venir precedida de un previo expediente conteniendo, informes, trámite de audiencia etc., susceptible de garantizar tanto el derecho del promotor, como de los terceros interesados, así como el interés público en general. 

· La resolución administrativa que declare las antedichas circunstancias, además de llevar aparejada la imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho, desde el momento en que se tenga constancia de los hechos, puede también determinar, conforme al artículo 71 bis 4 de la LRJAPyPAC, la imposibilidad de “instar un nuevo procedimiento”; luego, si esto es así, es que se reconoce la existencia de un procedimiento previo.   
Procedimiento.

a) Inicio e instrucción.

El documento de declaración responsable se presentará en el Registro General del Ayuntamiento que corresponda. Habrá de hacerse ajustándose a los modelos que previamente haya establecido la entidad.
Debe acompañarse este documento de la documentación precisa y necesaria en cada supuesto que, según hemos visto, se contempla en el artículo 105 quáter 1 de la LUCyL. 

Tal documentación es obligatorio de todo punto presentarla; pues como se indica en este precepto resulta necesaria “para legitimar la ejecución de los actos (de uso del suelo sujetos a declaración responsable) citados en el artículo 105 bis” 
 

Sin esta documentación (toda ella de carácter relevante por disponerlo así la Ley), a nuestro juicio, la declaración responsable no podría producir el efecto positivo a que antes aludimos: comienzo de ejecución del acto de uso del suelo de que se trate. No obstante, parece lógico pensar que, por coherencia y, para evitar situaciones de inseguridad jurídica que se pudieran producir, una vez requerida su aportación en el plazo de diez días (dispuesto en el artículo 71 LRJAPyPAC), y suspendida como medida cautelar la ejecución del acto de uso del suelo, así como petición de reponer la situación inicial; si finalmente no se hiciera así, deberá declararse la falta de este requisito y, por tanto, tener por no presentada la declaración previa, con archivo del expediente.
En cualquier momento, tras la presentación de la declaración responsable, podrá requerirse al interesado que aporte al expediente administrativo o exhiba la documentación que haya declarado poseer así como la demás que sea pertinente para la comprobación de la actividad.

b) Instrucción y Finalización.

- Si la declaración responsable y la documentación que la acompaña, una vez comprobada en fase de instrucción por los servicios municipales, fuera correcta y ajustada a la legalidad, no sería preciso adoptar resolución expresa de ninguna clase
 y solo estaría sujeta a la inspección municipal la ejecución de los actos de uso del suelo (conforme a lo declarado) hasta su normal terminación.


- Por el contrario, si en las labores de control se detecta:

· No presentación de declaración responsable.

· Existencia de inexactitud, falsedad u omisión de carácter esencial de cualquier dato, manifestación o documento que se acompañe o incorpore a la declaración responsable.

En este caso deberá adoptarse resolución motivada, que, cuando así se requiera según los casos, deberá venir precedida de los trámites que resulten  necesarios
.   
2) El artículo 26 Dos de la LERSUBCyL, añade también, dentro del Capítulo III (Protección de la legalidad) del Título IV de la LUCyL, el artículo 122 bis. Este precepto, en relación con la protección de la legalidad de los actos sujetos a declaración responsable, se limita a regular que todas las referencias contenidas en este Capítulo a la licencia urbanística y sus condiciones, se entenderán hechas también a la declaración responsable y su contenido, con los mismos efectos. Así pues, parece que las competencias de protección de la legalidad que corresponden al municipio en cuanto a inspección urbanística, adopción de medidas de protección y restauración urbanística e imposición de sanciones a las infracciones, se aplicarán a las declaraciones responsables como se hace a las licencias urbanísticas.
Esta remisión en bloque, en nuestra opinión, al menos en lo que se refiere a la materia de restauración de la legalidad urbanística, no deja de presentar dificultades en este momento y hasta que se reglamente la LUCyL. En los casos en que no exista declaración responsable, y se ejecute un acto de uso de suelo sujeto a la misma, o se realice este acto sin respetar las condiciones de la declaración presentada (o documentación que la acompaña), parece que debemos remitirnos a lo dispuesto en el artículo 113 de la LUCyL para la protección de la legalidad frente a actos en ejecución y, en consecuencia, deberá acordarse la paralización o suspensión  de estos actos  con carácter inmediatamente ejecutivo e incoar procedimiento sancionador de la infracción urbanística y de restauración de la legalidad
.  Si lo que resolviera motivadamente la Administración es la existencia de inexactitud, falsedad u omisión de carácter esencial en cualquier dato, manifestación o documento de carácter esencial que acompañe la declaración responsable o documentación que la acompaña, se supone que deberíamos remitirnos, salvando las distancias, a lo dispuesto para la suspensión y revisión de las licencias en el artículo 119.1 del LUCyL que establece la necesidad de que se ordene la paralización inmediata de los actos que se estén ejecutando a su amparo, con independencia, también de otras actuaciones, penales, civiles o administrativas que pudieran corresponder.   
 c) Otros asuntos acerca de la declaración responsable urbanística.
■ Lo que sí parece claro, en conclusión, es que la vigencia e inmediata aplicación de esta Ley que comentamos y la introducción de la declaración responsable como mecanismo de intervención urbanístico (ya lo había sido en el campo de las actividades ambientales, comercio minorista etc.) va a obligar sin duda a que por las Entidades Locales (que aún no lo hayan hecho) se desarrolle normativamente (mediante Ordenanza, aprobada por sus Plenos, etc.), al menos los siguientes extremos:

· Aprobación y publicación de modelos de declaración responsable y de comunicación previa. 

· Forma y procedimiento en que ha de llevarse a cabo la comprobación posterior de este documento (y los que le acompañan) así como de los actos de uso del suelo cuyo ejercicio haya sido habilitado en virtud de declaración responsable.
■ Igualmente, para que la eliminación de licencias urbanísticas en los casos legalmente exigibles no suponga un detrimento para las Haciendas Locales, el artículo 20.4 h) del Real Decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales
, permite ahora, mediante la modificación de la ordenanza fiscal correspondiente, ampliar el hecho imponible de la anterior tasa por otorgamiento de licencias urbanísticas, extendiéndolo a la realización de actividades administrativas de control en los supuestos en que la exigencia de licencia fuera sustituida por la presentación de declaración responsable o comunicación previa.

De la misma forma, a través de la modificación de la ordenanza que lo contiene, habrá de hacerse respecto al Impuesto de Construcciones, Instalaciones y Obras (ICIO), dado que de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 100.1 del TRLRHL, su hecho imponible estará ahora constituido, por la realización dentro del termino municipal, de cualquier construcción, instalación u obra para la que se exija obtención de la correspondiente licencia de obras o urbanística o presentación de declaración responsable o comunicación previa. También deberán tenerse en cuenta en esta ordenanza que se modifique los aspectos en los que incide la aparición de la declaración responsable urbanística respecto al sustituto del contribuyente (artículo 101.2 del TRLRHL), y de la gestión tributaria del Impuesto (artículo 103.1 del TRLRHL).  
En Salamanca a 4 de noviembre de 2014

El Secretario-Interventor del Servicio

Jurídico de Asistencia a Municipios

Fdo. Francisco Sánchez Moretón.
� Precepto modificado por la Ley 25/2009 (Ley Ómnibus); por su parte, la Ley 2/2010 de Economía Sostenible creó los artículos 84 bis) y ter).


� Parada Vázquez José Ramón: Derecho Administrativo, Marcial Pons.


� Para mas detalles sobre el resto de las mismas, así como su naturaleza jurídica en general puede consultarse mi trabajo en esta misma página Web, “La licencia urbanística en el ámbito de Castilla y León” 


� Artículo 24 de la Ley 49/1960, de 21 de julio, de Propiedad Horizontal (LPH).


� El artículo 42.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico y del Procedimiento Administrativo Común (LRJAPyPAC) impone a la Administración la obligación de resolver expresamente y notificar esa resolución. 


� Artículo 43.2 de la LRJAPyPAC.


� Según redacción de la Disposición final duodécima Cinco de la Ley 8/2013, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas (LMR); así como de la derogación que hace su Disposición derogatoria única del artículo 23 de Real Decreto-Ley 8/2011, de 1 de julio, de medidas de apoyo a los deudores hipotecarios de control del gasto público etc. (RDLM),


� Como es lógico, se amplia aquí el sentido del silencio negativo no solo a los bienes de dominio público sino también a las zonas afectadas por su régimen especial de protección.


� Como así lo hace la exposición de motivos de la LMR.


� Nos parece un término muy largo en el caso de la licencias, que, como sabemos están sujetas a plazos de silencio mucho más breves.


� Ambos preceptos, según redacción dada por la Ley Ómnibus.  


� Que en principio deberá ceñirse a los modelos que a tal efecto, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 71 bis de la LRJAPyPAC deberán las Administraciones Publicas tener permanentemente publicados y actualizados; modelos que se facilitarán de forma clara e inequívoca y que, en todo caso, se podrán presentar a distancia y por vía electrónica. 


� En el caso de la licencia urbanística la necesidad de proyecto o memoria se recoge actualmente a nivel reglamentario en el artículo 293 2 a) del RUCyL.


� Con el fin de garantizar la seguridad de las personas, el bienestar de la sociedad y la protección del medio ambiente, satisfacer los requisitos básicos de la edificación contemplados en el artículo 3 de la LOE y, en su desarrollo, en el Código Técnico de la Edificación.   


� Pastor García,  José María, “La comunicación de inicio de actividades, como forma de de intervención municipal sustitutiva de la licencia de apertura de establecimientos. Especial incidencia en Castilla y León”, revista “El Consultor”, número 2, de 30 de enero 2013. 


� El apartado 2 de este artículo 105 quáter, por su parte, recalca que solo la declaración responsable  conforme con lo dispuesto en esta Ley y el planeamiento urbanístico producirá los efectos que le son propios y a continuación se recogen en el mismo, conforme hemos tratado. 


� Algunos autores, como el mentado Pastor García, hablan en este caso de archivo del expediente, así como de posible toma de razón o acuse de recibo de la declaración presentada, a fin de que de alguna manera sirva de justificante al promotor cuando ejecute la obra, instalación etc.


� El de audiencia, entre ellos.


� Tal vez, en tales supuestos, podríamos considerar ésta la resolución expresa a que se refiere, como hemos visto, el artículo 71 bis 4 de la LRJAP.


� Según redacción dada por la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y determinados servicios (LLE).





